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Doctrina



Magistrados, Aparten de Mí este costo: 

El Dilema del Estado Democrático en la configuración del 

Proceso Contencioso Administrativo.
Introducción.

La comprensión moderna del estado no ha sido, desde su inicio absolutista, exclusivamente racional sino ha sugerido símbolos profundos que lo han enriquecido. Recordemos sino la mítica alegoría de Hobbes, quien lo comparó con el Leviathán, aterrador demonio al cual el hombre somete su libertad, patrimonio y vida a cambio de seguridad. En esta orientación, nos permitimos  esbozar en este ensayo, una alegoría religiosa, en la comprensión del Estado como parte en el proceso contencioso administrativo, en el contexto de una axiología democrática constitucional, comparándola con la alegoría de la naturaleza de Jesucristo sintetizada en la oración del monte de los Olivos.

Composición de una Alegoría Religiosa del Proceso Contencioso Administrativo. 

Como todas las realidades reveladas el escrito evangélico trasciende los enigmas más profundos del drama del hombre y en el escenario de la comprensión de lo que es el Estado en una organización democrática el evangelio nos sugiere cierta comprensión alegórica de su ubicación en el proceso contencioso administrativo. El Estado al igual que la  incomprensible y todopoderosa Santísima Trinidad comprende tres poderes (Legislativo, Ejecutivo, Judicial) frente a tres personas (Padre, Hijo, Espíritu Santo). De esta manera la materialización del verbo divino encarnado en el mundo lo advertimos cuando el Ejecutivo (Poder del Estado) se hace “parte” en el proceso judicial, sometiéndose a las reglas del debido proceso y el derecho objetivo. Así mientras Dios se hace hombre en la persona vulnerable del hijo, el Estado a través de su voluntad expresada en la ley se despoja de sus privilegios aceptando ser parte en un proceso judicial al punto de admitir la hipótesis de ser vencido en juicio. Dicho de otro modo el Estado democrático realiza una cualidad del “Dios Amor” en el escenario del proceso contencioso administrativo, con la regla que toda entidad del estado sea capaz de aceptar su derrota en todo proceso judicial, se transforma así la situación del mero súbdito administrado a ciudadano participante de su estado, paso ciertamente costoso para toda entidad estatal pero inevitable en la configuración de una legitimidad democrática, por ello bien puede decirse que la hipótesis de la derrota convertida en regla no es signo de debilidad del Estado sino por el contrario expresión de su consolidación democrática.

El dilema de Cristo como hombre en vísperas de su pasión.

De acuerdo a las sagradas escrituras, Jesús, en vísperas de su sacrificio,  imploraba en las alturas del Monte de los Olivos, orando “Padre mío, si es posible, líbrame de este trago amargo; pero que no se haga lo que yo quiero, sino lo que quieres tú”. Manifestaba así su doble condición en la dolorosa circunstancia de su pasión, donde como hombre, rechazaba instintivamente el sufrimiento, pero como Dios en la persona del hijo anhelaba radicalmente realizar la voluntad del Padre y su consecuente plan salvífico del hombre. Ciertamente Jesús termina realizando la voluntad del Padre y “paga” con su sangre el costo de la libertad del hombre sometido a la esclavitud del “pecado”. El fin del relato evangélico es la realización de la voluntad del Padre y el establecimiento de un reino de la libertad del hombre mediante la realización del Plan salvífico consistente en el sacrificio pasión, muerte y resurrección de Jesucristo. 

El dilema del Estado como parte en el Proceso Contencioso

Administrativo.

Ciertamente el Estado, legislador o parte del proceso contencioso administrativo, en el contexto de una axiología democrática vive una circunstancia especial que manifiesta un dilema revelador de su dualidad personal. Como Constituyente, legislador, o Magistrado, el Estado, es un intérprete de voluntad del pacto social, mientras como entidad estatal simplemente pretende asumir el menor costo para realizar de manera más óptima sus fines. El programa democrático –en la alegoría propuesta, la voluntad del Padre- no coincide con lo querido por la Entidad estatal constituido en parte en un proceso judicial, la Entidad quiere el menor costo para su institución, se resiste naturalmente a la hipótesis de ser vencido en juicio, mientras que la Constitución, ley y los Magistrados como actores de la institucionalidad democrática la admiten, equilibrando en una balanza conceptos como tutela jurisdiccional efectiva, igualdad y favorecimiento del proceso, frente a autotutela administrativa, legalidad presupuestaria, presunción de legalidad, caducidad de tres meses, ejecución diferida de las resoluciones judiciales. De esta manera el funcionario público, como representante de una entidad que es parte en un proceso judicial parece recitar parafraseadamente la oración del maestro de Nazareth diciendo: “Magistrados si es posible apartan de mi este costo, pero que no se haga lo que yo quiero sino lo que quieres Tú”. 

La Opción Democrática en el Proceso Contencioso Administrativo.

En la opción democrática el estado y la entidad estatal priorizan la voluntad del pacto social, frente a lo querido por la entidad. Ciertamente como legislador el estado tiene poder para establecer privilegios pero como poder constituído nacido del Pueblo le resulta inevitable optar por hacerse “parte” en todo proceso judicial y al menos tendencialmente establecer la igualdad de condiciones, renunciando por ello a todo privilegio procesal, por cuanto aún cuando superficialmente le confiera una hipótesis de debilidad, visto de un modo más profundo, ello resulta ineludible para una consolidación del Estado, como servidor del Pueblo. La derrota en juicio es análoga a la pasión y muerte mientras que la legitimidad del Estado es alegóricamente comparable a la resurrección.

Sistema de Plena Jurisdicción y Contencioso de Nulidad en la Alegoría Religiosa.

Téngase presente que lo conocido técnicamente como sistema de plena jurisdicción, es decir como un proceso contencioso administrativo en donde lo central es satisfacer el interés subjetivo de los administrados y no es suficiente la declaratoria de nulidad de los actos administrativos para que la administración se vuelva a pronunciar, (contencioso de nulidad) pretende igualmente realizar los fines del derecho objetivo. No obstante distingue a ambos contenciosos fundamentalmente  el hecho que en la plena jurisdicción el Estado y el administrado se configuran plenamente como “partes” por cuanto sí hay un derecho subjetivo que satisfacer, mientras que en el de nulidad, al carecer de ello, no hay propiamente pretensión, ni sentencia que satisfaga propiamente el interés del demandante. De esta manera nuestra alegoría no resulta válida en el proceso de nulidad, por cuanto mientras no se configuraba el protagonismo del Verbo Encarnado en la historia humana, es decir alegóricamente,  mientras no se configuraba el Estado como parte en el proceso contencioso administrativo, no se realizaba plenamente el sacrificio del “Dios Amor”, ni había un Estado democrático que convirtiera efectivamente en regla la hipótesis de la derrota en juicio. De esta manera establecer el sistema de plena jurisdicción sería como establecer el nuevo testamento en el ordenamiento contencioso.

Un Ejemplo: El Dilema del Estado en el Costo de las Pruebas de Oficio 

Un Juez ordena actuar de oficio una pericia ¿Debe la Entidad del Estado pagar paritariamente como cualquier parte los honorarios del perito como lo establece el artículo 271 del Código Procesal Civil? ¿o ello debe ser asumido íntegramente por el administrado?. La entidad del estado en este proceso padece el dilema aludido en esta alegoría. Ciertamente al respecto la interpretación literal que ofrece nuestro marco normativo resulta insuficiente, de esta manera si bien el Artículo 413 del Código Procesal Civil dispone que están exentos de la condena en costas y costos los Poderes del Estado,  etc., así como el artículo 47 de la Constitución establece  que “El Estado está exonerado de gastos judiciales”, se advierte que ambas disposiciones no regulan en rigor el supuesto de hecho planteado por cuanto no se trata propiamente de una “condena” ni se puede hablar de una “exoneración” cuando se discute el pago por honorarios profesionales. Por ello a nuestro entender es necesario recurrir a la interpretación más ajustada a la axiología propia de un estado constitucional y por lo tanto más cercana a la voluntad del pacto social. De esta manera advertimos que el artículo 59 del Código Procesal Civil de 1993, así como el artículo 2 inciso 2 de la ley del proceso contencioso administrativo establecen la regla general de la igualdad, razón por la cual el Artículo 47 de la Constitución al tratarse de una norma que introduce una excepción, debería ser interpretado restrictivamente, debiendo por consiguiente la exoneración a los gastos judiciales a que se refiere,   limitarse a las tasas judiciales que en rigor constituyen un tributo y el único concepto al que técnicamente corresponde el término exoneración. Más aún la interpretación contraria significaría la imposibilidad práctica del órgano jurisdiccional de actuar medios probatorios de oficio, lo cual transgrediría  el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva que tiene todo justiciable y desnaturalizaría la esencia misma de la función jurisdiccional. En términos de la alegoría planteada en este caso a nuestro modo de ver el Estado como parte en un proceso judicial ha de asumir el costo para alcanzar la resurrección de la legitimidad democrática.

David Percy Quispe Salsavilca

Vocal Titular de la Corte Superior de Justicia de Lima
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Civil, Penal, Procesal, Tribunal Constitucional, Tribunales Administrativos.


Sistema de Información Digital que selecciona, ordena y clasifica por materia la jurisprudencia relevante de todas las áreas.


Solicite un ejemplar sin costo del Boletín de Jurisprudencia Cultural Cuzco.


Este sistema es conveniente, práctico y económico. Permite formar su propia base personal de datos y enfrentar a la saturación de información que impide el desempeño eficaz y rápido del profesional.
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Novedad:


Manual de Tributación Aduanera.


Arturo Seminario Dapello





La obra presenta los conceptos fundamentales del Derecho Aduanero, vinculando con aspectos administrativos, contables y económicos. Reúne información necesaria en un lenguaje accesible abordando temas tan poco comunes como El Dumping, El Aforo, El Tránsito, El Transbordo o Los Fletes, Los Convenios Comerciales, Los efectos que producen los aranceles altos como fórmula para proteger la producción local y La subvención de las Exportaciones, entre otros temas.
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